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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 29 de diciembre de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Genoud, de Lázzari, Hitters, Negri, Kogan, Soria, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 99.406, "Inalpa Industrias Alimenticias Pavón Arriba S.A. contra Litovich, Héctor Fabián y otro. Ejecución hipotecaria".

A N T E C E D E N T E S


La Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Morón revocó la sentencia de primera instancia y ordenó la pesificación de la suma adeudada, con más la aplicación del C.E.R. e intereses (v. fs. 340/357 vta.).


Se interpuso, por la demandada, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (v. fs. 366/374 vta.).


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:


I. La Cámara revocó la sentencia de primera instancia y ordenó la pesificación de la suma adeudada, con más la aplicación del C.E.R. e intereses (fs. 340/357 vta.).


Sostuvo que más allá de algunas inexactitudes y deficiencias de técnica legislativa de las normas de emergencia, lo cierto es que reúnen la razonabilidad necesaria en su dictado, con un límite temporal y comportan un verdadero remedio sin mutar la esencia del derecho adquirido (fs. 341 vta./342).


II. Contra dicho pronunciamiento la demandada en su recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley denuncia la errónea aplicación de la ley 25.713. Hace reserva del caso federal (fs. 366/374 vta.).


Afirma que la alzada aplicó indebidamente el C.E.R, habida cuenta que la ley 25.713 exceptúa su aplicación a los "préstamos cualquiera sea su origen o destino, que tengan como garantía hipotecaria la vivienda única, familiar y de ocupación permanente, originariamente convenidos hasta la suma de u$s 250.000 u otra moneda extranjera y transformada en pesos" (fs. 367/367 vta.) y reclama la aplicación de la tasa de interés pactada en el contrato de mutuo hipotecario.


III. El recurso ha de prosperar con el siguiente alcance.


III.1. Constitucionalidad de las normas de emergencia.


No puedo dejar de considerar al abocarme al tratamiento del presente caso, lo expuesto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso "Rinaldi" cuando sostuvo que no debe perderse de vista al realizar dicho estudio que, aceptado el grave estado de perturbación social, económica, financiera y cambiaria, no le correspondía juzgar sobre el acierto o conveniencia del cambio del régimen monetario ni de los paliativos implementados para conjurarla. El ejercicio del poder del Estado puede ser admitido de forma más enérgica que en períodos de sosiego y normalidad, pues acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios (Fallos: 200:450; 313:1513; 314:1764; 318:1887; 321:1984; 323:1566; 325:1418). La medida del interés público afectado determina la medida de la regulación necesaria para tutelarlo (Fallos: 313:1638), de modo que la razonabilidad de las mayores restricciones que se impongan deben valorarse en función de la entidad de la crisis que busca superarse (cfr. C.S.J.N., caso "Rinaldi", R.320.XLII, sent. del 15‑III‑2007).


Veamos las leyes que rigen el caso:


La ley 25.561, sancionada el 6 de enero de 2002, en su art. 1 dice: "Declárase con arreglo a lo dispuesto en el artículo 76 de la Constitución Nacional, la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria, delegando al Poder Ejecutivo nacional las facultades comprendidas en la presente ley...", entre las que enumera: "Proceder al reordenamiento del sistema financiero, bancario y del mercado de cambios" (inc. 1).


Con relación a las obligaciones originadas en los contratos entre particulares, no vinculadas con el sistema financiero, tanto del art. 11 de la citada ley como del 8 del decreto 214/2002 emerge el principio del "esfuerzo compartido". La parte final del último artículo citado, expresamente autoriza a los jueces para "... arbitrar medidas tendientes a preservar la continuidad de la relación contractual de modo equitativo para las partes".


A su turno, la ley 25.820 (Adla, LXIV‑A, 38) reformó el art. 11 de la ley 25.561 y ratificó la pesificación. Aclaró que serían aplicables el C.E.R. o el C.V.S. (decreto 762/2002 y complementarios, Adla, LXII‑C, 2937) según correspondiera y que la conversión a pesos era independiente de la existencia o inexistencia de mora del deudor. Mantuvo el derecho a requerir un reajuste equitativo, con cita expresa del principio de buena fe (art. 1198, C.C.) y del esfuerzo compartido. El último párrafo de la norma reformada destaca que ella no modifica las situaciones ya resueltas mediante acuerdos privados y/o sentencias judiciales.


Por el decreto 320/2002 (Adla, LXII‑B, 1647) se aclaró que "esas disposiciones son aplicables a todas las obligaciones en moneda extranjera reestructuradas por la ley 25.561" y que el art. 8 del decreto 214/2002 "es de aplicación exclusiva a los contratos y a las relaciones jurídicas existentes a la fecha de entrada en vigencia de dicha ley".


Posteriormente la ley 25.713 (Adla, LXIII‑A, 50), publicada el 9 de enero de 2003 confirmó para las obligaciones expresadas en moneda extranjera la aplicación del Coeficiente de Estabilización de Referencia (C.E.R.), a partir del 3 de febrero de 2003 toda vez que hubieran sido transformadas en pesos a partir de la sanción de la ley 25.561 o bien posteriormente y describió cómo "se compondrá" tal coeficiente. En el Anexo "Metodología del cálculo", se consignaron las fórmulas aritméticas para construir sus dos variantes. Asimismo, el art. 2 estableció los supuestos exceptuados de la aplicación del C.E.R y a su turno, el art. 4 substituido por la ley 25.796, ordenó la aplicación del C.V.S. para los supuestos contemplados en los arts. 2 y 3.


He dicho en reiteradas oportunidades, que razones de economía y celeridad procesal aparecen suficientes para brindar acatamiento a la doctrina que sienta la Corte Suprema de Justicia de la Nación (conf. causas L 76.310, sent. del 1‑IV‑2004; L 80.735, sent. del 7‑III‑2005, entre otras).


Ello así, he de destacar que tanto en el caso "Rinaldi" (R.320.XLII, sent. del 15‑III‑2007), como posteriormente en el precedente "Bezzi" la Corte aceptó la grave situación de perturbación económica, social y política reconocida por la ley 25.561 y efectuó el control de constitucionalidad de las normas dictadas en dicho marco en la mencionada causa "Rinaldi", concluyendo que no resultaban medios desproporcionados con relación a la finalidad perseguida ni carecían de razonabilidad necesaria para sustentar su validez constitucionalidad (conf. C.S.J.N., causa B. 2087.XLII, sent. del 11‑IX‑2007, considerando 8). Dicha posición fue receptada luego en las causas "Souto de Adler" (S.499.XXXIX, sent. del 14‑VIII‑2007), "Lama" (L.839.XLII, sent. del 6‑XI‑2007), "Longobardi" (L.971.XL, sent. del 18‑XII‑2007), "Fecred" (F.1074.XLI, sent. del 6‑V‑2008) y "Picapau S.R.L." (P. 466.XLII, sent. del 20‑VII‑2008).


Así, habiendo la Corte confirmado la constitucionalidad del bloque normativo de emergencia en los precedentes mencionados, a dicha conclusión ha de estarse.


III.2. El precedente "Fecred S.A. c/ Mazzei, Osvaldo Daniel y otro s/ Ejecución hipotecaria".


En este punto considero oportuno señalar que en el caso referenciado los ejecutados habían adquirido un inmueble destinado a vivienda única, familiar y de uso propio y permanente y recibieron el 2 de julio de 1999 la suma de U$S 180.000 en calidad de préstamo, obligándose a devolverla en cuotas mensuales en el plazo de diez años. En garantía de pago, los demandados gravaron el bien con derecho real de hipoteca.


En dicho marco, consignó el Máximo Tribunal nacional:


"Que, tras haber admitido la pertinencia del debate y decisión en este proceso sobre el reajuste equitativo del crédito ejecutado resulta oportuno traer a colación lo dicho en ‘Rinaldi’ y ‘Longobardi’ en cuanto a que no puede desconocerse que, desde la primera ley que reguló la cuestión en examen como en las posteriores, se tuvo como propósito perfeccionar el conjunto de la normativa de emergencia con espíritu conciliatorio. Así, los dispositivos legales y reglamentarios se ocuparon de proporcionar herramientas y parámetros técnicos precisos ‑paridades, coeficientes, tasas de interés‑ a fin de que, mediante su implementación, pudiera lograrse una equitativa recomposición de las prestaciones obligacionales afectadas por las medidas de excepción en orden a una efectiva tutela de los derechos constitucionales de los involucrados. Cabe destacar que del conjunto de directivas legales sobre la materia surge nítidamente que, a fin de alcanzar esa equitativa recomposición, el legislador ha procurado fijar reglas diferenciales para los supuestos en que se hallase en juego la vivienda única, familiar y permanente lo cual, sin duda, revela una especial preocupación por hacer operativas las garantías que amparan tal institución. No es ocioso recordar aquí que la protección de la familia y el acceso a una vivienda digna son derechos tutelados tanto por el art. 14 bis de la Constitución Nacional como por diversos tratados internacionales que cuentan con jerarquía constitucional tras la reforma operada en 1994 (arts. VI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 16, inc. 3° y 25, inc. 1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 17 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos ‑Pacto de San José de Costa Rica‑; 10 y 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 23 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). De modo coherente con las pautas normativas emanadas de todos esos instrumentos, la ley ha contemplado la utilización de distintos mecanismos de reajuste en función del monto original de los préstamos hipotecarios que importan una protección más intensa en la medida en que el valor del inmueble gravado disminuye. Concretamente, para situaciones como la planteada en el sub examine, se estableció el recálculo de la deuda mediante el Coeficiente de Variación de Salarios (CVS) por el lapso comprendido entre el 1° de octubre de 2002 y el 31 de marzo de 2004 y se autorizó, a partir de la fecha indicada en primer lugar, la aplicación de los intereses convenidos en el contrato, vigente al 2 de febrero de 2002 (salvo que resulte superior al promedio de tasas vigentes en el sistema financiero durante 2001, informada por el Banco Central de la República Argentina, en cuyo caso se aplicará esta última; confr. art. 4° de la ley 25.713)" (considerando 26).


"Que, sin perjuicio de ello, en la búsqueda del restablecimiento de un adecuado equilibrio de las prestaciones, a través de una distribución proporcional de las cargas, el bloque normativo de emergencia ha dejado abierta la posibilidad de recurrir a otras vías cuyo tránsito debe ser abordado con arreglo al principio de equidad. Baste mencionar, al respecto, las previsiones vinculadas con la eventualidad de requerir un ‘ajuste equitativo’, ya mencionadas, contenidas en los arts. 11 de la ley 25.561 (modificada por la ley 25.820) y 8° del decreto 214/2002. En suma, el sistema legal admite senderos alternativos para alcanzar un único fin, es decir, una solución equitativa. Y es precisamente dentro del marco de esas posibilidades que la jurisprudencia de los tribunales inferiores ha elaborado y empleado en forma generalizada la denominada doctrina del esfuerzo compartido ‑que más recientemente ha sido receptada en las previsiones del art. 6° de la ley 26.167‑ que postula la distribución proporcional entre las partes de la carga patrimonial originada en la variación cambiaria" (considerando 27).


"Que, aun cuando dicha norma legal no resulte directamente aplicable al caso toda vez que contempla la situación de los deudores hipotecarios de vivienda única y familiar por un monto inferior en origen a los U$S 100.000, no puede desconocerse que establece las citadas directivas generales ‑que forman parte del derecho moderno‑ para mantener una relación de equilibrio patrimonial al tiempo de cumplir la obligación (confr. considerando 50 de la causa ‘Rinaldi’, y 28 de ‘Longobardi’). Además, en los recordados precedentes, esta Corte ha señalado que en la tensión existente entre los derechos constitucionales de propiedad y de protección de la vivienda, el legislador no se ha desentendido de los derechos de ambas partes de la relación jurídica dado que, como destacó el señor Procurador General al expedirse en ‘Rinaldi’, además de contemplar el del deudor a no verse privado de su vivienda por causa de la emergencia, procuró que al percibir su crédito el acreedor sufra el menor perjuicio patrimonial posible en el contexto descripto (ver considerando 46). En definitiva, ante la posibilidad de que un grupo de deudores hipotecarios pueda ver en peligro la subsistencia de las garantías contempladas por el citado art. 14 bis de la Constitución Nacional, las medidas legislativas tendientes al afianzamiento de la vivienda familiar ‑entre las que debe incluirse a las previstas por los arts. 2°, inc. a, y 4° de la ley 25.713, según texto dado por la ley 25.796‑ obedecen a un propósito de justicia (arg. Fallos: 249:183), y la razonabilidad de las mayores restricciones que imponen al derecho de propiedad del acreedor, deben valorarse en función de la entidad de la crisis que busca superarse" (considerando 28).


"Que, a la luz de las referidas orientaciones normativas, se presentan, básicamente, dos caminos alternos para dar solución a problemas como el aquí suscitado, que no se contraponen ni se excluyen necesariamente, frente a los cuales el operador jurídico tiene el deber de aplicarlos de manera integrada a fin de hacer efectiva la regla de equidad que, como ya se ha señalado, constituye el eje sobre el que la legislación de emergencia ha procurado hacer girar todo sistema de reajuste. Tales caminos son: a) aplicar los parámetros indicados en las prescripciones legales referidas en los considerandos anteriores (en síntesis, determinar el quantum de la obligación según la paridad 1 a 1 más CVS por el término establecido más los intereses que corresponda); y b) ordenar la distribución equilibrada entre los contendientes de las consecuencias de la variación cambiaria" (considerando 29).


"Que, ante la concreta plataforma fáctica de este caso y en las circunstancias actuales, la solución con mayor aptitud para el resguardo de los derechos constitucionales de las partes es la distribución proporcional del esfuerzo patrimonial, en tanto materializa de modo más acabado el principio de equidad. Como se señaló en la causa ‘Longobardi’, la elección de una solución de tales características conlleva, asimismo, contribuir con el proceso de homogeneización de las decisiones judiciales para situaciones análogas a la del sub lite y evita que se generen desigualdades entre quienes ya han obtenido respuesta a sus demandas por parte de los tribunales inferiores y quienes aún la aguardan. Sin perjuicio de ello, se impone remarcar ‑y aun a riesgo de sobreabundar‑, que a efectos de alcanzar una recomposición justa y razonable de las prestaciones, la utilización de los instrumentos creados por las normas de emergencia debe efectuarse de manera coordinada y sistemática preservando la efectividad que el legislador ha conferido a las pautas de ajuste establecidas para casos como el presente (aplicación del Coeficiente de Variación de Salarios por el lapso comprendido entre el 1° de octubre de 2002 y el 31 de marzo de 2004 más los intereses convenidos a partir de la fecha indicada en primer lugar según la tasa vigente al 2 de febrero de 2002, salvo que resulte superior al promedio de tasas correspondientes a 2001, en cuyo caso se aplica esta última). Ello por cuanto cabe entender que con dicho mecanismo de reestructuración la ley ha procurado garantizar al acreedor que no podrá ser constreñido a percibir montos inferiores a los que resulten de su implementación. Por lo demás, es menester puntualizar que la situación que se configura en el sub lite, en virtud del monto de la ejecución de que se trata, ha tenido un tratamiento por parte del legislador, que la ubica en un plano intermedio entre la que dio lugar a la causa ‘Rinaldi’ y la que originó ‘Longobardi’, de manera que las soluciones alcanzadas en una y otra no resultan aquí plenamente trasladables por lo que sólo pueden ser tenidas en cuenta como marco interpretativo de carácter general por haber sido elaboradas a partir de un elemento que sí resulta común, cual es la existencia de un mutuo hipotecario pesificado ajeno al sistema financiero" (considerando 30).


"Que sobre la base de lo expresado, habida cuenta del alcance de los cambios económicos que se produjeron a partir del dictado de las leyes de emergencia y ante la falta de previsión legal explícita ‑a diferencia de lo acontecido en ‘Rinaldi’‑, el reajuste equitativo habrá de obtenerse aquí mediante la utilización de un porcentaje de distribución de la carga patrimonial generada por la variación cambiaria, que se ubique en una posición intermedia entre los definidos en ‘Rinaldi’ y ‘Longobardi’, habida cuenta del tratamiento diferencial dado por el legislador a las diferentes situaciones detalladas ut supra. De ese modo, en función de las particularidades del contexto examinado en estos autos, el cálculo debería efectuarse transformando el capital a razón de un peso por dólar estadounidense más el 40% de la brecha existente entre un peso y la cotización de la mencionada divisa extranjera en el mercado libre de cambio ‑tipo vendedor‑ del día en que corresponda efectuar el pago. Al importe que así se obtenga deberán añadirse los intereses que se determinan en el considerando siguiente. Todo ello, salvo que la utilización del sistema de ajuste previsto en el art. 4° de la ley 25.713 ‑aplicación del CVS del 1° de octubre de 2002 al 31 de marzo de 2004 más intereses pactados desde el 1° de octubre de 2002 o, según el caso, promedio de tasas vigentes durante 2001‑ arroje un resultado superior" (considerando 31).


"Que en cuanto concierne a la tasa de interés cabe tomar en consideración lo previsto en el art. 4° del decreto 214/2002 norma que, tal como ya se ha indicado, dispuso que debe ser mínima para los depósitos y máxima para los préstamos. En tal sentido, en la recordada causa ‘Massa’ (considerando 16), el Tribunal consideró adecuado fijar una tasa mínima del 4% para los depósitos, por lo que resulta prudente establecer aquí, para una hipótesis de préstamo, intereses ‑comprensivos de moratorios y punitorios‑ del orden del 7,5% anual no capitalizable desde la fecha en que se produjo la mora y hasta su efectivo pago (arts. 508, 622 y 656 del Código Civil y art. 277 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación)" (considerando 32).


IV. Solución para el caso de autos.


Ahora bien, en los presentes la controversia se planteó en torno de un contrato de mutuo, originalmente pactado en la suma total de ciento cuarenta mil dólares estadounidenses (U$S 140.000), habiéndose garantizado el crédito con derecho real de hipoteca, constituido sobre la vivienda única, familiar y de ocupación permanente del deudor (circunstancia invocada por el demandado ‑fs. 206 vta.‑ y reconocida por el acreedor ‑fs. 247 vta.‑). Luego, atento el monto del crédito reclamado y la naturaleza del inmueble ofrecido en garantía, entiendo que en este caso corresponde aplicar los lineamientos esbozados por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el precedente "Fecred S.A." antes mencionado.


En base a las consideraciones efectuadas ‑por aplicación del principio del esfuerzo compartido‑ se debe convertir a pesos el capital reclamado en moneda extranjera a razón de un peso por dólar estadounidense, más el 40% de la brecha que exista entre un peso y la cotización de la mencionada divisa extranjera en el mercado libre de cambio, tipo vendedor, del día en que corresponda efectuar el pago, con más una tasa de interés del 7,5% anual entre moratorios y punitorios desde la fecha en que se produjo la mora y hasta la del efectivo pago salvo que la utilización del sistema de ajuste previsto en el art. 4° de la ley 25.713 ‑aplicación del C.V.S. desde el 1° de octubre de 2002 al 31 de marzo de 2004 más intereses pactados desde el 1° de octubre de 2002 ó, según el caso, promedio de tasas vigentes durante el año 2001‑ arroje un resultado superior.


Las costas de la ejecución serán soportadas en los términos del art. 556 del Código Procesal Civil y Comercial, salvo las correspondientes a los incidentes generados con motivo de los planteos atinentes a la validez constitucional de las normas de emergencia y al régimen de refinanciación hipotecaria, como las de esta instancia, que se imponen en el orden causado, atento a la forma en que se decide y a la naturaleza de las cuestiones propuestas (arts. 68, 289, C.P.C.C.).


Los autos serán remitidos a la instancia de origen, a fin de que practique el cálculo de la deuda conforme a las pautas aquí señaladas.


Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.


Los señores jueces doctores de Lázzari e Hitters, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Genoud, votaron también por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:


Recuerdo que según mi criterio, los fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación no resultan vinculantes: su alcance se encuentra limitado al caso concreto (conf. P. 43.994, sent. del 29‑X‑1991; P. 47.881, sent. del 29‑XII‑1994; Ac. 78.215, sent. del 19‑II‑2002).


Lo que no obsta que su contenido sea receptado en orden a su validez conceptual.


Con esa salvedad, adhiero a la solución propuesta por el colega que abre el acuerdo, a excepción de lo expuesto en el punto III.1 pues considero que los argumentos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación por él receptados resultan suficientes para decidir la cuestión planteada.


Con tal alcance, voto por la afirmativa.


La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Genoud, votó también por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


1. Adhiero al voto del doctor Genoud.


a. En el sub lite, se debate la inteligencia de normas federales respecto de las cuales, como es sabido, la Corte Suprema de la Nación es la intérprete genuina y final, sin hallarse limitada ni por la interpretación de los jueces inferiores ni por las articulaciones de las partes (conf. doct. Fallos: 308:647, cons. 5°; 326:2880), debiendo los tribunales ordinarios adecuarse a esa interpretación, en especial cuando han sido descalificadas por considerárselas inconstitucionales (conf. doct. C.S.J.N. in re B. 1160.XXXVI, "Banco Comercial de Finanzas S.A.", sent. de 19‑VIII‑2004; mi voto en causa L. 85.181, "Varano", sent. de 23‑V‑2007; asimismo Ac. 72.952, sent. de 2‑X‑2002; L. 73.015, sent. de 19‑III‑2003).


Por consiguiente, toda vez que la Corte federal se ha pronunciado sobre la cuestión atinente a la emergencia y a la validez de las normas en materia de pesificación que devino como consecuencia de la grave crisis que atravesara nuestro país, corresponde que esta Suprema Corte siga el criterio elaborado por el Alto Tribunal. Veamos.


i] In re "Bustos, Alberto Roque y otros c/E.N. y otros s/amparo", fallada el 26 de octubre de 2004 ‑causas B.139.XXXIX, Fallos 327:4495‑ sostuvo que en situaciones de emergencia la imperiosa necesidad de afrontar sus consecuencias justifica una interpretación más amplia de las facultades atribuidas constitucionalmente al legislador. En tales condiciones, medios o procedimientos que en circunstancias normales podrían parecer inválidos, suelen resistir el cotejo con la Ley Suprema. Ello es así pues si bien, en rigor, la emergencia no crea poderes inexistentes ni disminuye las restricciones impuestas a los atribuidos anteriormente, permite encontrar una razón para ejercer aquellos existentes, de modo tal que ante acontecimientos extraordinarios, el ejercicio del poder de policía atribuido constitucionalmente al Congreso permita satisfacer las necesidades de una comunidad hondamente perturbada y que, en caso de no ser atendidas, comprometerían la paz social y el interés general cuya custodia constituye uno de los fines esenciales del Estado moderno (consid. 8).


Seguidamente, tras examinar la concurrencia de los requisitos que deben ser cumplidos por las normas de emergencia para resistir el control de constitucionalidad, destacó que los controles de legalidad y constitucionalidad que competen a los jueces no los faculta a sustituir a la Administración en la determinación de las políticas o en la apreciación de los criterios de oportunidad (doctrina Fallos: 308:2246, consid. 4; 311:2128, entre muchos otros). El ejercicio de los mencionados controles ‑dijo‑ no pueden justificar que todas las medidas de política económica de los poderes competentes sean sometidas a su revisión, no de su legalidad sino de su acierto o su oportunidad, pues ello implicaría sustituir a los órganos constitucionales que tienen su origen directo en la voluntad popular por el criterio predominante técnico del Poder Judicial (consid. 12).


ii] A su turno, in re "Massa, Juan Agustín c/Poder Ejecutivo Nacional‑ dto. 1570/01 y otro s/amparo ‑ley 16.986", fallada el 27 de diciembre de 2006 ‑causa M.2771.XLI‑, la Corte nacional se ocupó de examinar la compatibilidad de la protección del patrimonio del ahorrista con la regulación general del régimen monetario y la fijación del valor de la moneda. Allí, expresó, que sobre este aspecto ha habido precedentes constantes acerca de su constitucionalidad fundados en el principio de la "soberanía monetaria" (Fallos:52:413, 431 y 149:187, 195). El Congreso y el Poder Ejecutivo, por delegación legislativa expresa y fundada, están facultados para fijar la relación de cambio entre el peso y las divisas extranjeras a fin de restablecer el orden público económico (arts. 75 inc. 11 y 76 de la Constitución nacional). Siguiendo esta centenaria jurisprudencia, entendió que el bloque legislativo de emergencia que fundamenta jurídicamente la regla de la pesificación es constitucional, coincidiendo en este aspecto con lo ya resuelto en la causa "Bustos", sin perjuicio de lo que se opine sobre su conveniencia (v. consid. 21).


Puntualizó, además, que una interpretación contraria a esta regla fundamental del funcionamiento económico, efectuada años después de establecida, traería secuelas institucionales gravísimas, lo cual sería contrario al canon interpretativo que obliga a ponderar las consecuencias que derivan de las decisiones judiciales (Fallos 312:156). Con sustento en dicha centenaria jurisprudencia y las circunstancias actuales, concluyó que resulta evidente que no se ocasiona lesión al derecho de propiedad (v. consid. 21).


iii] Con posterioridad, al resolver la causa R.320.XLII, in re "Rinaldi, Francisco A. y otr. c/Guzman Toledo, Ronal Constante y otra s/ejecución hipotecaria", sentencia de 15 de marzo de 2007 (Fallos: 330:855), se pronunció sobre los contratos de mutuos con garantías hipotecarios celebrados entre particulares en divisa extranjera, ajenos al sistema financiero, que fueron regulados de un modo diferente por diversas previsiones normativas y más particularmente por las leyes 25.561, 25.713, 25.796, 25.798, 25.820, 25.908, 26.062, 26.084, 26.103, 26.167 y por los decretos 214/2002, 320/2002, 410/2002, 762/2002, 2415/2002, 1284/2003, 352/2004, 1342/2004, 52/2006 y 666/2006.


En esta oportunidad, teniendo en cuenta los acontecimientos políticos, sociales y económicos que dieron lugar a la crisis sufrida por nuestro país que condujeron al dictado del llamado bloque de emergencia (v. cons. 11 y 12), afirmó que aceptada la situación de grave perturbación económica, social y política que representa máximo peligro para el país, resulta imperioso el deber del Estado de poner en vigencia un derecho excepcional, o sea, un conjunto de remedios extraordinarios destinados a asegurar la autodefensa de la comunidad y el restablecimiento de la normalidad social que el sistema político instaurado por la Constitución requiere (Fallos:313:1638). Tal derecho ‑remarcó‑ no nace fuera de la Constitución sino dentro de ella (v. consid. 13).


En cuanto a la intervención estatal en las relaciones entre particulares durante esos períodos, expresó que la prohibición de las leyes que alteren las obligaciones de los contratos, no impide al Estado ejercer los poderes de que se halla investido para promover el bien público o que son necesarios para el bienestar general del público, aunque por ello puedan ser afectados los contratos celebrados entre individuos. Y que si bien la Corte ha aceptado que el uso de la propiedad y la celebración de los contratos son normalmente asuntos de interés privado y no público, por lo cual por regla deben estar libres de la injerencia gubernativa, ni los derechos de propiedad ni los contractuales son absolutos (v. consid. 14 y 15).


Examinó, asimismo, la situación de los deudores morosos que habían contraído una obligación estando vigente la ley de convertibilidad, juzgando que no correspondía hacerlos responsables por los efectos de la emergencia y la devaluación, debiendo ponderarse no sólo la magnitud de la depreciación de nuestra moneda que desquició las bases del contrato, sino también que aquellos hechos desbordaron el grado de previsibilidad que podía exigirse a un obrar razonable. Al efecto, tuvo en cuenta que su voluntad contractual tuvo el marco de referencia normativa dado por el Estado que les aseguraba la paridad fijada por la ley 23.298 (v. consid. 29) y que el cambio radical con relación al peso destruyó el equilibrio de las prestaciones y resultó impuesto a ambas partes por un acto de autoridad con miras a proteger el interés general (v. consid. 29 y 30).


A su vez, efectuó el control de razonabilidad de las medidas adoptadas respecto de los mutuos hipotecarios celebrados entre particulares, cuyo monto originario fuere inferior a la suma de $ 100.000 o su equivalente en moneda extranjera y en los que se encontraba comprometida la vivienda única y familiar del deudor, concluyendo que tales medidas adoptadas por el Estado para conjurar la crisis económica y social no resultan medios regulatorios desproporcionados con relación a la finalidad perseguida ni carecen de la razonabilidad necesaria para sustentar su validez constitucional, pues el art. 11 de la ley 25.561 (t.o. ley 25.820) después de establecer la conversión de las obligaciones pactadas en moneda extranjera a razón de un dólar igual a un peso y de prever la aplicación de un coeficiente de actualización, faculta a las partes a solicitar el reajuste equitativo del precio (v. consid. 33 a 39). Por fin, la Corte nacional se ocupó de delinear los criterios a seguir en hipótesis como la allí planteada (v. consid. 44).


iv] En la causa B.2087.XLII, in re "Bezzi, Rubén Amleto y ot. c/Valentín, Sixto Carlos y ot. s/Ejecución hipotecaria", sentenciada el 11 de septiembre de 2007, reiteró las pautas brindadas en "Rinaldi", extendiendo por analogía su solución ‑para aquellos supuestos en que no concurran todos los recaudos exigidos por las leyes 25.798 y 26.167, siempre que se trate de deudas en su origen inferior a los U$S 100.000 y se encuentre comprometida la vivienda única y familiar del deudor.


v] Poco tiempo después, más precisamente el 18 de diciembre de 2007, la Corte Suprema falló la causa L. 971.XL, in re "Longobardi, Irene Gwendoline y otros c/Instituto de Educación Integral San Patricio S.R.L.", en donde se debatía la ejecución de una deuda hipotecaria por la suma de U$S 392.000, con destino a la construcción de un colegio para la enseñanza primaria y secundaria, gravando con derecho real de hipoteca dos inmuebles de propiedad de la sociedad deudora.


Allí, también consideró que la solución que con mayor aptitud permite el resguardo de los derechos constitucionales de las partes es la distribución proporcional del esfuerzo patrimonial, en tanto materializa de modo más acabado el principio de equidad (consid. 30) y procedió a fijar las pautas bajo las cuales debía alcanzarse tal recomposición en supuestos como el planteado en dicho precedente (consid. 31 y 32).


vi) Por fin, con fecha 6 de mayo de 2008, el Alto Tribunal se expidió en la causa F.1074,XLI, in re "Fecred S.A. c/Mazzei, Osvaldo Daniel y otro s/Ejecución Hipotecaria", en la cual se perseguía la ejecución de una deuda por la suma de U$S 180.000, garantizada mediante derecho real de hipoteca sobre un inmueble destinado a vivienda única, familiar y de uso permanente del deudor.


En tal oportunidad, tras recordar lo expresado en anteriores precedentes en torno a la grave crisis económica, social y política que atravesó la Argentina que condujo a la sanción del denominado bloque de emergencia (v. consid. 11), analizó la proyección que tal situación a las relaciones entre particulares, concretamente en lo que concierne a la normativa de emergencia aplicable al caso debatido en donde estaba en juego la vivienda única y familiar del deudor con motivo de un crédito hipotecario superior, en su origen, a los U$S 100.000 e inferior a los U$S 250.000 (v. consid. 12 a 25). Seguidamente, afirmó que reiterando lo expuesto en la causa "Rinaldi", no podía desconocerse que desde la primera ley que reguló la cuestión en examen como de las posteriores, se tuvo como propósito perfeccionar el conjunto de la normativa de emergencia con espíritu conciliatorio. Así, los dispositivos legales y reglamentarios se ocuparon de proporcionar herramientas y parámetros técnicos precisos a fin de que, mediante su implementación, pudiera lograrse una equitativa recomposición de las prestaciones obligacionales afectadas por las medidas de excepción en orden a una efectiva tutela de los derechos constitucionales de los involucrados (v. consid. 26).


Sin perjuicio de ello, acotó, en la búsqueda del restablecimiento de un adecuado equilibrio de las prestaciones, a través de una distribución proporcional de las cargas, el bloque normativo de emergencia ha dejado abierta la posibilidad de recurrir a otras vías cuyo tránsito debería ser abordado con arreglo al principio de equidad. Baste mencionar, al respecto, las previsiones vinculadas con la eventualidad de requerir un "ajuste equitativo", contenidas en los arts. 11 de la ley 25.561 (modificada por la ley 25.820) y 8 del decreto 214/2002. En suma, juzgó que el sistema legal admite senderos alternativos para alcanzar un único fin, es decir, una solución equitativa. Y es precisamente dentro del marco de esas posibilidades que la jurisprudencia de los tribunales inferiores ha elaborado y empleado en forma generalizada la denominada doctrina del esfuerzo compartido ‑que más recientemente ha sido receptada en las previsiones del art. 6 de la ley 26.167‑ que postula la distribución proporcional entre las partes de la carga patrimonial originada en la variación cambiaria (consid. 27).


Que, a la luz de las referidas orientaciones normativas, ‑aseveró‑ se presentan básicamente dos caminos alternos para dar solución a problemas como el aquí suscitado, que no se contraponen ni se excluyen necesariamente, frente a los cuales el operador jurídico tiene el deber de aplicarlos de manera integrada a fin de hacer efectiva la regla de equidad que constituye el eje sobre el que la legislación de emergencia ha procurado hacer girar todo el sistema de reajuste. Tales caminos son los que claramente refiere el doctor Genoud en el punto III.2 de su voto, arribando a la solución que mi distinguido colega también se ocupa de reseñar.


2. Pues bien, como afirma el ponente, las cuestiones planteadas en este juicio donde se persigue la ejecución de un mutuo por la suma originaria de U$S 140.000, garantizado mediante hipoteca sobre un inmueble que reviste el carácter de vivienda única, familiar y de ocupación permanente del deudor, resultan sustancialmente análogas a las resueltas por la Corte nacional en la causa "Fecred S.A.", cuyas pautas han de adoptarse en el sub examine. 


Por las razones expuestas, reitero mi adhesión al voto del doctor Genoud y doy el mío por la afirmativa. 


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayoría de fundamentos, se hace lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto a fs. 366/374 vta. y se revoca el fallo recurrido, debiéndose convertir a pesos el capital reclamado en moneda extranjera a razón de un peso por dólar estadounidense, más el 40% de la brecha que exista entre un peso y la cotización de la mencionada divisa extranjera en el mercado libre de cambio, tipo vendedor, del día en que corresponda efectuar el pago, con más una tasa de interés del 7,5% anual entre moratorios y punitorios desde la fecha en que se produjo la mora y hasta la del efectivo pago salvo que la utilización del sistema de ajuste previsto en el art. 4º de la ley 25.713 –aplicación del C.V.S. desde el 1º de octubre de 2002 al 31 de marzo de 2004 más intereses pactados desde el 1º de octubre de 2002 o, según el caso, promedio de tasas vigentes durante el año 2001- arroje un resultado superior. 

Las costas de la ejecución serán soportadas en los términos del art. 556 del Código Procesal Civil y Comercial, salvo las correspondientes a los incidentes generados con motivo de los planteos atinentes a la validez constitucional de las normas de emergencia y al régimen de refinanciación hipotecaria, como las de esta instancia, que se imponen en el orden causado, atento a la forma en que se decide y a la naturaleza de las cuestiones propuestas (arts. 68, 84 y 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.
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